
 
 

Excma. Sra. D.ª Margarita Robles Fernández 

Ministra de Defensa 

 

Asunto: Solicitud de adopción inmediata de medidas cautelares respecto de los militares implicados en 

las agresiones a personas migrantes en Ceuta 

Apreciada ministra: 

Me dirijo a usted en mi condición de diputado al Parlamento Europeo, miembro de la Comisión de Libertades 

Civiles, Justicia y Asuntos de Interior (LIBE),  así como  de la Subcomisión de Derechos Humanos (DROI), 

y abogado, ante la extrema gravedad de las imágenes publicadas en las últimas horas por elDiario.es, en las 

que pueden observarse actuaciones de miembros de las Fuerzas Armadas contra personas migrantes en Ceuta. 

Las imágenes difundidas muestran, entre otros hechos, a militares persiguiendo a una persona, reduciéndola 

en el suelo y golpeándola posteriormente, así como otras actuaciones violentas contra personas migrantes. 

Estas imágenes se conocen después de las denuncias publicadas días atrás sobre presuntas palizas, vejaciones 

y malos tratos atribuidos a determinados grupos de militares desplegados en Ceuta, hechos sobre los que el 

Gobierno anunció la apertura de una investigación. 

La investigación resulta, evidentemente, imprescindible. Debe determinarse la identidad de todos los 

intervinientes, la participación concreta de cada uno de ellos, las órdenes que pudieron haberse impartido, la 

eventual responsabilidad de los mandos y si existió conocimiento o tolerancia de estas prácticas. 

Sin embargo, la aparición de documentación gráfica de esta naturaleza exige, a mi juicio, una actuación 

cautelar inmediata mientras se esclarecen definitivamente las responsabilidades. 

El ordenamiento jurídico ofrece instrumentos suficientes para ello. 

El artículo 51.2 de la Ley Orgánica 8/2014, de 4 de diciembre, de Régimen Disciplinario de las Fuerzas 

Armadas, dispone que, incoado un procedimiento disciplinario por falta grave o muy grave, la autoridad 

competente podrá acordar motivadamente, con el objeto de evitar perjuicios al servicio, el cese de funciones 

del presunto infractor durante un periodo máximo de veinte días. 

Asimismo, el artículo 51.4 de la misma Ley Orgánica establece que, cuando el procedimiento se tramite por 

la posible comisión de una falta muy grave, la autoridad que hubiese acordado su incoación podrá disponer 

motivadamente el pase del interesado a la situación administrativa de suspensión de funciones, regulada en 

la Ley 39/2007, de 19 de noviembre, de la Carrera Militar. 

En este sentido, el artículo 111 de la Ley 39/2007 establece expresamente que, a la hora de acordar la 

suspensión del militar implicado en el ejercicio de sus funciones, deberán valorarse, entre otras circunstancias, 

la gravedad de los hechos imputados, el perjuicio que la imputación pueda ocasionar a las Fuerzas 

Armadas y la alarma social producida. 

Considero que las circunstancias conocidas justifican, como mínimo, que dichos mecanismos sean aplicados 

o formalmente valorados respecto de todos aquellos militares cuya participación en los hechos pueda ser 

identificada a partir de las imágenes y demás elementos de prueba disponibles. 

La adopción de una medida cautelar no supone anticipar ninguna declaración de culpabilidad ni vulnera la 

presunción de inocencia. Precisamente esa es la naturaleza de las medidas cautelares: proteger el interés 

público y evitar la reiteración de posibles conductas mientras se desarrolla un procedimiento con todas las 

garantías. 



 
 

 

Resultaría difícilmente comprensible que militares respecto de los cuales existen imágenes que aparentemente 

documentan actuaciones de esta gravedad continuasen realizando patrullas en las calles de Ceuta o 

manteniendo contacto operativo con la población migrante mientras se investigan los hechos. 

La cuestión afecta, además, a la propia legitimidad institucional de las Fuerzas Armadas. El ejercicio de 

funciones públicas acompañado del uso de uniforme, armas y autoridad del Estado comporta un deber 

especialmente intenso de respeto a la legalidad, a la dignidad humana y a los derechos fundamentales. 

Una democracia debe ser especialmente rigurosa cuando existen indicios de que la fuerza que el Estado confía 

a sus agentes puede haberse utilizado contra personas indefensas al margen de la legalidad. La confianza de la 

ciudadanía en las Fuerzas Armadas exige también que cualquier actuación incompatible con esos principios 

sea investigada de manera rápida, independiente y transparente. 

Por todo ello, le solicito formalmente: 

1. Que se proceda con carácter inmediato a la identificación de todos los miembros de las Fuerzas 

Armadas que aparecen en las imágenes difundidas y de cuantos puedan estar relacionados con los 

hechos denunciados. 

2. Que, cuando existan indicios suficientes de participación, se incoen inmediatamente los 

correspondientes procedimientos disciplinarios. 

3. Que, desde la incoación de dichos procedimientos, se acuerde motivadamente, cuando concurran sus 

presupuestos legales, el cese cautelar de funciones previsto en el artículo 51.2 de la Ley Orgánica 

8/2014, evitando que las personas investigadas continúen desarrollando patrullas o actuaciones 

operativas en contacto con población migrante. 

4. Que, en aquellos casos en los que los hechos presenten caracteres de posible falta muy grave, se valore 

inmediatamente la adopción de la suspensión de funciones prevista en el artículo 51.4 de la Ley 

Orgánica 8/2014, en relación con el artículo 111 de la Ley 39/2007, de la Carrera Militar. 

5. Que, si de los hechos investigados pudieran desprenderse indicios de infracción penal, sean puestos 

inmediatamente en conocimiento de la autoridad judicial o del Ministerio Fiscal competente, sin 

perjuicio de la correspondiente investigación disciplinaria. 

6. Que el Ministerio informe públicamente de las medidas adoptadas, dentro de los límites derivados de 

la investigación y del respeto a los derechos de las personas investigadas. 

 

La gravedad de las imágenes conocidas exige una respuesta proporcionada a esa gravedad. Investigar es 

imprescindible. Evitar entretanto que quienes aparecen presuntamente implicados en estos hechos 

continúen ejerciendo las mismas funciones en las calles de Ceuta también forma parte de la 

responsabilidad del Ministerio de Defensa. 

Atentamente, 

Jaume Asens 

Diputado en el Parlamento Europeo 


